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			PRESENTACIÓN

			Abraham Lowenthal*


			LUIS MAIRA es una persona de muchos talentos, intereses y logros. Ha desempeñado múltiples roles importantes: en la política chilena y en el diseño de las políticas públicas; en el desarrollo de organizaciones políticas nacionales y de América Latina; en prominentes designaciones diplomáticas, y tiene un trabajo significativo en instituciones académicas y no gubernamentales en Chile, México y otros países de la región.

			Quizás ninguna de estas significativas contribuciones ha sido más importante y duradera que su rol precursor en promover y mejorar en la región el estudio sistemático de las complejas relaciones con el país más poderoso del hemisferio occidental, Estados Unidos. Durante más de 40 años, Maira ha enfatizado el imperativo que los latinoamericanos tienen de estudiar sistemáticamente y con una mentalidad abierta la historia, política, economía, sociedad, cultura, valores e instituciones de Estados Unidos y, a la vez, como y por qué estos han sido diseñados y funcionan. También, de qué manera desde el Sur se puede influir y responder mejor a estas políticas.

			Desde el inicio de los años 70, Maira ha criticado los enfoques ideológicos de adhesión o rechazos genéricos respecto de Estados Unidos que tuvieron y aún mantienen una influencia a lo largo de América Latina. En lugar de eso —como el ha argumentado insistente y persuasivamente—, propone que exista un avance y protección de sus intereses y valores propios como el centro de la relación. Para ello, los latinoamericanos necesitan analizar cuidadosamente el desarrollo de la historia de las instituciones, los grupos de interés, las diferencias subregionales, las coaliciones políticas y los principales dirigentes que dan forma a los Estados Unidos y al impacto del país en el exterior. Su incesante dedicación en este reto ayudó en América Latina al surgimiento de numerosos centros académicos y gubernamentales dedicados al estudio de Estados Unidos y a la formación de dos generaciones de especialistas sobre las instituciones académicas y públicas norteamericanas.

			Conocí a Lucho Maira y a varios otros colegas latinoamericanos con intereses similares a mediados de los años 70, como parte de un grupo que empezaba a trabajar en el Instituto de Estudios de Estados Unidos, establecido en el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) en Ciudad de México. El instituto atrajo a investigadores de primer orden, algunos de ellos refugiados políticos provenientes del Chile de Pinochet y del régimen militar argentino, que trabajaron con jóvenes analistas mexicanos de las relaciones internacionales. Entre 1974-1976, durante mis años en el Council on Foreign Relations y también entre 1977 y 1983, en que fui el director fundador del Programa Latinoamericano del Woodrow Wilson International Center for Scholars, en Washington, tuve múltiples oportunidades para intercambiar ideas con miembros de este grupo: con Maira mismo; con el brillante economista chileno Fernando Fajnzylber; con el experto argentino en economía internacional, Roberto Bouzas; con Sergio Bitar (quien fuera ministro de Minería en el gobierno de Allende y prisionero político en Isla Dawson, y que luego de un exilio en Venezuela fue en Chile ministro en dos administraciones y senador) y con Carlos Rico, un cientista político mexicano que combinó una fuerte integridad intelectual e independencia como formulador de políticas en la Secretaría de Relaciones Exteriores de México, de la que al fallecer tempranamente era el viceministro encargado de América del Norte.

			Con todo este elenco académico desarrollé relaciones estrechas y modestamente los ayudé en el desarrollo de redes de trabajo que los conectaran con funcionarios de Estados Unidos y otros especialistas y fuentes de apoyo en el país. Bitar y Rico llegaron a estar entre mis colegas más cercanos. Luis Maira y yo construimos también una fuerte relación basada, principalmente, en el intercambio de ideas a través de correspondencia, comentarios de nuestros borradores de trabajos y conversaciones frecuentes en seminarios y conferencias.

			Recuerdo vívidamente una conferencia sobre las relaciones entre Estados Unidos y América Latina realizada en el Wilson Center, organizada por el profesor de la Universidad de Stanford, Richard Fagen. Se me pidió presentar algunas ideas respecto de las políticas de derechos humanos de la administración Carter, que se encontraba en su segundo o tercer año. Yo examiné las fuentes, objetivos, instrumentos e impactos de las políticas de Carter, señalando cómo y por qué representaban cambios positivos frente a las políticas de los años de Nixon-Kissinger, pero enfaticé que su implementación era mayormente simbólica y en algún grado inconsistente, por lo que su alcance no debía ser exagerado.

			Dos académicos latinoamericanos habían sido designados para comentarme. El incomparable Guillermo O’Donnell, de Argentina, me felicitó por mi análisis de las fuentes de las políticas de la administración Carter, pero me llamó la atención por minimizar la importancia de estas, al denominarlas “mayormente simbólicas”. “¿Por qué —preguntó él— usted no aprecia la importancia del simbolismo en la política?”. La “simbólica” investigación de la Embajada norteamericana sobre los abusos de los derechos humanos en Argentina, la “simbólica” decisión del embajador Harry Barnes en Chile de visitar públicamente a los líderes de la oposición a Pinochet, la “simbólica” decisión del Presidente Carter de rechazar los arreglos del gobierno militar de escoltarlo al aeropuerto al concluir su viaje a Brasil, prefiriendo el traslado con el cardenal Paulo Arns, arzobispo de São Paulo y un destacado defensor de los derechos humanos. “Todos estos hechos crearon esperanza y resistencia, y debilitaron a los gobiernos autoritarios”, observó O’Donnell.

			Luis Maira concordó con la crítica de O’Donnell, pero fue más allá, anotando que en mi presentación no enfaticé cosas que nosotros habíamos conversado, a saber: cuán importante eran para América Latina los reparos de Carter a las dictaduras y por qué y cómo estas posturas resultaban significativas. Maira se refirió a la interacción de diferentes enfoques y conflictos burocráticos entre las agencias gubernamentales norteamericanas; los compromisos y la determinación individual de algunos tomadores de decisiones; el amplio impacto doméstico de los énfasis relativos a los derechos humanos y la importancia de las organizaciones religiosas en cuanto al diseño de las políticas de Estados Unidos, fortalecidas por las propias convicciones religiosas del Presidente. Estos comentarios fueron un ejemplo clásico de alumnos enseñando a un profesor y, en este caso, de estudiosos latinoamericanos de los Estados Unidos comprendiendo la esencia de la formulación de la política norteamericana.

			El nuevo libro de Luis Maira aborda décadas de sus análisis y experiencia práctica. Puede ser esencial para los lectores latinoamericanos que quieran saber cómo las instituciones políticas y de gobernanza de Estados Unidos fueron establecidas, cómo funcionan y cómo han cambiado en el tiempo. Enfatiza las raíces de la separación de poderes y la confianza en el sistema de controles y equilibrios, así como los orígenes de estos conceptos en la teoría política del siglo XVIII. Maira subraya, también, la forma en que la política exterior cambió a medida que el país se transformaba de ser una distante réplica de la civilización europea, separada de las potencias coloniales por un océano extenso, hasta convertirse en un actor confiado en su participación en los asuntos mundiales. Narra el surgimiento de los grandes centros de poder dentro de los sectores público y privado de Estados Unidos que han delineado conceptos políticos, opciones e instrumentos. Describe cómo la naturaleza de la economía norteamericana ha cambiado varias veces y el impacto que han tenido estos cambios en los objetivos políticos y compromisos de los Estados Unidos.

			Maira conduce su análisis a través de las guerras mundiales, la segunda posguerra, los años de la presunción hegemónica en Estados Unidos, la Guerra Fría, la Post Guerra Fría como periodo, la hegemonía unipolar, el breve momento de creciente convergencia y consenso a mediados de los años 90 y, luego, el ascenso de China en el cambio de siglo y su creciente presencia, particularmente en América del Sur. Examina con profundidad y conocimiento los procesos domésticos disruptivos que produjo el advenimiento de la administración de Donald Trump, que condujo a cambios mayores en las relaciones internacionales norteamericanas en el ámbito hemisférico y más allá. Asimismo, incluye un sutil y penetrante análisis de las presiones y contrapresiones que hacen que la estrategia internacional de la administración Biden parezca contradictoria y no se la vea todavía firme ni efectiva.

			Más que presentar sus argumentos en detalle, Maira plantea en este valioso libro una introducción magistral a los complejos y significativos temas que examina. En las páginas finales llega a una conclusión que comparto: que el cambiante carácter del papel de América Latina en la economía mundial, sus fuertemente cuestionados sistemas de gobierno y el desigual logro de una democracia efectiva —considerada junto a los desafíos que comparte hoy con Estados Unidos (desigualdades, pobreza y desempleo, crisis de la salud pública, crimen y corrupción, educación inadecuada en todos los niveles, migraciones masivas y el manejo y mitigación del cambio climático global)— pueden ofrecer nuevas razones para explorar el desarrollo de relaciones mutuamente respetuosas entre Estados Unidos y los países de América Latina. 

			Es posible que ahora haya una mayor receptividad en Estados Unidos para trabajar con varios países de América Latina y el Caribe en una agenda compartida que en ocasiones previas. Que este potencial vaya a ser actualizado en la práctica dependerá en gran medida de que los formuladores de decisiones, tanto en Estados Unidos como en América Latina, superen supuestos y prejuicios históricos, y mejoren la comprensión de su interlocutor para obtener ventajas de una relación equilibrada. El libro de Luis Maira da un gran paso en esta dirección. 
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			* Abraham Lowenthal es uno de los más reconocidos académicos norteamericanos en el estudio de las relaciones entre Estados Unidos y América Latina. Ha sido director de Estudios y vicepresidente del Council on Foreign Relations; organizó y fue el primer director del Programa Latinoamericano en el Woodrow Wilson International Center for Scholars, en Washington; actualmente es profesor emérito en la Universidad del Sur de California. Ha publicado 14 libros y más de 100 artículos académicos en las materias de su especialidad.

		






			NOTA DEL AUTOR

			EL PROPÓSITO de este libro es hacer un relato destinado a quienes tengan interés en entender mejor la política norteamericana, explorando los cursos que condujeron a la situación actual. El eje de este ejercicio es la explicación de la historia del sistema político de Estados Unidos, con especial atención a su política exterior, a través de la cual el país ha ejercido una amplia influencia global.

			En este análisis hay dos énfasis que me interesa explicitar. Primero, que este trabajo tiene una perspectiva latinoamericana, lo cual supone considerar las muchas diferencias que en estos campos tiene el quehacer de EE.UU. respecto al de los 20 países que forman América Latina. La lógica y diversidad de ambos arranca de procesos coloniales diversos y que poseen también pueblos originarios con distintas raíces. En segundo lugar, deseo subrayar que, para entender mejor tanto el sistema político como la política exterior norteamericana, necesitamos recuperar una perspectiva histórica. Solo de este modo podremos percibir el contexto de crisis y los cambios que están en juego en su proceso político actual.

			La idea de dos Américas muy diferentes es actualmente compartida por la mayoría de los historiadores, cientistas políticos y expertos en las relaciones internacionales en una y otra región. Pero eso no siempre ha sido así, pues ha habido coyunturas en que se buscó mostrar trayectorias comunes o más cercanas, aunque la vigencia de esos enfoques fue fugaz.

			El momento más emblemático de un discurso de ese tipo se produjo luego de la Gran Depresión, que abrió camino al proyecto histórico más abierto que ha tenido Estados Unidos, llevado a cabo por el Presidente Franklin Delano Roosevelt. El New Deal, como se conoció a su programa, planteó una atención especial a los intereses de los sectores más afectados por la desocupación y quiebra que siguieron al colapso bursátil de octubre de 1929. Entre muchas otras cosas, este ajuste buscó también dejar atrás la política dura frente a América Latina, que en Washington había implantado a comienzos del siglo XX el Presidente Theodore Roosevelt y que incluyó la invasión y ocupación norteamericana en varios países de América Central y el Caribe. Por ello, luego de los años del Big Stick se requería otro encuadramiento histórico en torno a las cercanías y tareas comunes de la América anglosajona y América Latina.

			En el ámbito académico, esto fue acompañado por el fortalecimiento de una corriente de interpretación que sustentaba la existencia de una trayectoria semejante entre Estados Unidos y sus vecinos del sur. El principal sostenedor de esta posición fue uno de los más destacados historiadores especializados en el estudio de América Latina de ese tiempo, Herbert Eugene Bolton, quien dirigió por casi tres décadas uno de los primeros núcleos académicos sobre el tema en la Universidad de Berkeley, en la Bahía de San Francisco. Este, con el propósito de favorecer un mejor entendimiento entre las Américas, sostuvo que había etapas e intereses comunes, y que estos habrían existido desde el momento mismo del poblamiento europeo del Nuevo Mundo.

			Como presidente de la Asociación de Historiadores Norteamericanos, Bolton presentó esta visión como una tesis central en el encuentro anual de dicha entidad, en 1932, en la ciudad de Toronto. Así, suministró un marco teórico que pretendía ir preparando —del mismo modo que lo hacían los nuevos programas de la administración en Washington— un acercamiento que asegurara luego un activo apoyo de los países latinoamericanos a EE.UU. en el segundo conflicto global, cuyo estallido ya se percibía con claridad. Esto se materializó tras la entrada de la Unión Americana a la guerra contra el Eje en diciembre de 1941. Como es fácil imaginarlo, existió frente a esta propuesta y ante la explicación en que se sustentaba, una reticencia inicial bastante fuerte del lado latinoamericano, a la luz del carácter conflictivo que habían tenido nuestras relaciones en la etapa inmediatamente anterior, aunque luego prevaleció una comprensión apropiada de lo que estaba en juego en el contexto global.

			Ahora bien, el verdadero debate se produjo luego de la Segunda Guerra Mundial, en un periodo de revisión y ajuste de las principales visiones internacionales de Washington. Para despejar del todo una situación que dejaba de lado muchas de nuestras diferencias y desacuerdos, dos destacados historiadores —el profesor Lewis Hanke, de la Universidad de Columbia, y Edmundo O’Gorman, de la Universidad Nacional Autónoma de México, ambos con una destacada trayectoria y reconocimiento— pusieron en marcha, a inicios de los años 50, junto a sus equipos de trabajo, por casi una década, el examen de diversos periodos a uno y otro lado: en la época anterior a la llegada de los conquistadores europeos; durante la Conquista y la colonización y, más tarde, en la vida independiente de los nuevos Estados. En cada ocasión se trató de discernir, sobre la base de una información rigurosa, cuánto tenía de semejante la trayectoria histórica de Estados Unidos frente a la de sus vecinos en América Latina y el Caribe. Este trabajo concluyó hacia 1961 y dio lugar a la elaboración de un informe cuya síntesis fue publicada por ambos coordinadores —Hanke y O’Gorman— en 1964, bajo el título ¿Tienen las Américas una historia común?1 Las conclusiones de este ejercicio de investigación y revisión fueron categóricas: se señaló que, para entender las relaciones de ambos actores internacionales, era indispensable asumir la sustancial diferencia que mostraban Estados Unidos y los países de América Latina a lo largo del tiempo.

			El enfoque de este trabajo concuerda plenamente con esta posición histórica, por lo que cada vez que sea necesario tendré en consideración, ante sucesos importantes del acontecer estadounidense, las visiones alternativas que prevalecen en América Latina. Esta es la única posición que evitará incurrir en distorsiones, al equiparar indebidamente episodios que se inscriben en cursos y trayectorias diferentes.

			A partir de este criterio, el libro se ha organizado en dos secciones, cada una de las cuales abarca dos partes. Una dedicada al sistema político de Estados Unidos y a los diversos cambios que este ha tenido, y una segunda, que aborda el impresionante avance de su estrategia internacional y la implementación de un proyecto imperial. La lectura de ambas secciones debe ser asumida como complementaria e, inevitablemente, las referencias al contexto histórico de los asuntos analizados obligan a veces a combinar en algunos textos, episodios del acontecer interno y externo que están directamente relacionados.

			Espero que este trabajo sea de utilidad en forma directa para estudiantes que en su proceso formativo estén iniciando Estudios Internacionales o de Ciencia Política. Pero también —espero— debiera resultar de utilidad para todas aquellas personas que, por su formación u oficio, realicen actividades para las que sea importante una visión de conjunto de la trayectoria de la sociedad norteamericana.

			Mi mayor interés es recoger las experiencias y aprendizajes obtenidos dando seguimiento, durante cuatro décadas, a los episodios que condujeron al proceso de crisis y pérdida de consenso que ha ido disminuyendo el momento de mayor eficacia y legitimidad de Estados Unidos, logrado en los años que siguieron a la Segunda Guerra Mundial. Este ha sido un proceso decisivo y único, tanto por la variedad de los asuntos que están en juego como por el plazo relativamente breve en que se han producido las transformaciones en curso.

			Todos advertimos que luego del término de la Guerra Fría y tras la desaparición de la Unión Soviética, se inauguró una nueva época histórica provisionalmente denominada Post Guerra Fría, para la cual no se establecieron las bases de un nuevo orden internacional. Esto produjo una sensación de que existe una tarea pendiente, la edificación de las bases de esta nueva etapa histórica, lo que en la actualidad se acentúa con los retos y cambios que plantea la pandemia del covid-19, junto al señalamiento que los expertos hacen de la tarea previa no cumplida de una reorganización del orden internacional.

			La preocupación por el estudio de lo que ocurre al interior de Estados Unidos, tanto en su proceso político como en la formación de su política exterior, es en América Latina algo nuevo. En nuestra región, Estados Unidos fue objeto de un creciente interés que nuestros países asumieron en su quehacer académico mediante el estudio de las diferentes relaciones bilaterales que estos tenían con el gobierno de Washington, que se acompañaba a lo más de una visión de conjunto de la estrategia internacional norteamericana, pero no nos interesaba la forma en que EE.UU. funcionaba y adoptaba sus decisiones internamente.

			Para complementar ese trabajo, en la época de la fundación del Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) de Ciudad de México, a mediados de los años 70, se consideró indispensable abordar el conocimiento de lo que ocurría al interior del mayor país del sistema internacional porque, para los fines de tener alguna respuesta efectiva, era necesario conocer las reglas del juego de su sistema político y el proceso de toma de decisiones de sus acciones exteriores. En otras palabras, debíamos convertir en un decisivo campo de estudios lo que ocurría “dentro” de los Estados Unidos y no solo las secuelas de sus decisiones de política exterior. Este enfoque, proyectado en los programas de docencia e investigación de una entidad que nació solo con actividades de posgrado, como el CIDE, coincidió con el Proyecto de Coordinación de los Estudios Internacionales (RIAL), que dirigía en Chile Luciano Tomassini y que fue acompañado pronto de los esfuerzos en varios países de América Latina que han llevado en la actualidad a que exista un efectivo intercambio, junto a esfuerzos conjuntos que intentan retroalimentar este esfuerzo académico. Esto se facilitaría si un número importante de ciudadanos de la región pudiera compartir una versión que refleje, en sus contenidos, cómo vemos el funcionamiento político y la actividad internacional de Estados Unidos en una etapa que, como nunca, está asociada a un contexto gradual de crisis.

			Llegar a un relato que sintetice nuestros aprendizajes y consensos, exige dar testimonio de los numerosos apoyos y contribuciones recibidos. En primer lugar, es conveniente señalar que, desde la formulación del primer proyecto para la creación de un Instituto de Estudios de Estados Unidos en 1974, tuve el apoyo y la contribución generosa de diversos académicos norteamericanos especializados en el conocimiento de nuestros países y de las actividades que el Departamento de Estado, el Consejo de Seguridad Nacional y otras entidades realizaban para definir los contenidos de su acción hacia América Latina. Entre estos, me parece indispensable reconocer la valiosa contribución que brindaron Abraham Lowenthal, Richard Fagen, Mark Schneider, Robert Pastor, Joseph Tulchin y Riordan Roett. Uno de los más influyentes y destacados de este grupo es Abraham Lowenthal, por esos años director del Programa sobre América Latina del Woodrow Wilson Center de Washington, a quien agradezco haber redactado la presentación de este libro. Y junto a él, a otros influyentes académicos norteamericanos que me apoyaron en el impulso inicial de nuestro quehacer.

			Además, quiero señalar a los que eran parte de la comunidad académica mexicana en los años 70 y que contribuyeron al desarrollo de los Estudios de Estados Unidos, como Trinidad Martínez Tarragó, Daniel Cossio Villegas, Bernardo Sepúlveda, Carlos Rico, Lorenzo Meyer, Fernando Fajnzylber, Roberto Bouzas, Víctor Godínez, Jesús Velasco, José Miguel Insulza, Jaime Ros, Olga Pellicer, Guadalupe González, Horacio Flores de la Peña, Atilio Borón, Francisco Javier Alejo, Patricia de los Ríos, Rolando Cordera, José Luis Valdés y María Rosa García. En América Latina, este mismo impulso fue desarrollado por expertos internacionales, como Luciano Tomassini, Roberto Russell, Juan Gabriel Tokatlian, Enrique Iglesias, Julio Cotler y Xabier Gorostiaga.

			El resultado de ese impulso ha sido que los estudios sobre la organización política y el desarrollo de la política exterior de Estados Unidos son hoy día un área que, a partir del impulso pionero realizado en México, se ha consolidado en la mayoría de los países de la región.

			La amplitud y solidez de ese esfuerzo académico, del que he tenido la fortuna de ser parte, me permite pensar que este libro es una de varias síntesis de un trabajo colectivo en el ámbito de los estudios internacionales, que es importante aproximar a todos quienes se interesen por el progreso político y académico de América Latina y sus países, en un momento decisivo como el que vivimos hoy y en los tiempos que vienen.

			Concluyo expresando mi reconocimiento y gratitud a quienes, con gran dedicación y creatividad, me apoyaron como asistentes durante la elaboración de este libro: Francisco Aránguiz, quien debió interrumpir su trabajo en octubre de 2020, para concluir en España sus estudios de posgrado en relaciones internacionales, y la arquitecta Elisa Gil, que efectuó con notable diligencia el apoyo a la conclusión e impresión de este libro.






			
				
					1 ¿Tienen las Américas una historia común?, de Lewis-Hawke y Edmundo O’Gorman, Editorial Diana, México, 1966 (la edición original en inglés se realizó en la Editorial Alfred Knox, Nueva York, 1964).

				

			

		



		
			INTRODUCCIÓN
EL CONTEXTO HISTÓRICO QUE LLEVÓ A LA FORMACIÓN DE ESTADOS UNIDOS

			ESTADOS UNIDOS es, al analizarlo como la creación de una entidad política nacional, el resultado excepcional de una de las épocas más dinámicas e interesantes de la historia, que se extiende desde comienzos del siglo XVI y concluye con el afianzamiento pleno de la Edad Moderna. Por su significado y por la magnitud de los cambios registrados en esos años, este periodo que rodea al Renacimiento constituye un verdadero puente entre dos momentos contrastantes, cuyo epicentro se ubica en el término del siglo XVI. Ahí se producen innovaciones que, para la mejor comprensión de la historia norteamericana, conviene recuperar como punto de partida de nuestro análisis.1

			1. LOS DOS AJUSTES DEL MUNDO MODERNO

			Debemos comenzar recordando que en Europa asistimos a un tiempo de grandes transformaciones donde, como complemento de una explosión cultural y artística, se modificó de modo sustancial la mirada del mundo y de la historia que hasta entonces prevalecía. La Edad Media había sido un periodo muy prolongado, pero también un tiempo con escasas modificaciones en cuanto a sus bases y fundamentos. Fue, ante todo, un momento de centralidad de visiones y mandatos religiosos, una época teocéntrica. También, estuvo marcada por el predominio de estructuras productivas de pequeña y mediana dimensión, asociadas a la ciudad y el orden feudal, con un sistema económico basado en el taller y la actividad artesanal. Esto fue acompañado de una situación de vasallaje para las personas comunes ante una autoridad superior, cuyo poder se fundaba en jerarquías dinásticas.

			Todo este ordenamiento fue el que se modificó radicalmente y en un corto tiempo. Los países de Europa Occidental volvieron a surgir bajo una diferente estructura de Estados nacionales, con un alcance considerablemente mayor al del espacio medieval. Como consecuencia, se desarrollaron nuevas y más amplias expresiones de las ciencias sociales y, para los efectos de nuestro examen, surge la Ciencia Política, cuyos primeros teóricos —Maquiavelo, Bodin, Hobbes— aportan los fundamentos para la consolidación y el desarrollo del Estado, asociado en un principio a una lógica política autoritaria y a regímenes políticos absolutistas. Poco después se afianza el espacio de las relaciones internacionales, a partir, primero, de la creación del Derecho Internacional Público, una disciplina que regula la vinculación jurídica entre los Estados, favoreciendo así el conocimiento más amplio y detallado del fenómeno del poder político, su adquisición y su pérdida. La obra pionera de Hugo Grocio, Del derecho de la guerra y de la paz (De iure belli ac pacis, 1625), dio lugar a una serie de tratados y convenios que fueron regulando la convivencia entre los Estados y la actividad de otros actores en la vida internacional.

			Otro rasgo de este tiempo de la renovación renacentista fue una “ampliación del mundo”, que incluyó al conjunto de los países europeos. Esto reconoce dos momentos bien diferenciados: en su inicio, encontramos el avance de los grandes descubrimientos geográficos que van ensanchando la visión del universo. No hay que olvidar que los mayores imperios de la Antigüedad que todos estudiamos tuvieron como extensión máxima el Asia Menor y el Norte de África, como lo muestra el apogeo del Imperio Romano y, tiempo antes, como una excepción no consolidada, la temporal expansión de Alejandro Magno desde Macedonia hasta la India. Ahora, se va más allá y este rasgo marca un primer momento de auge y poderío internacional de quienes encabezan esta ampliación del conocimiento geográfico, a los que podemos llamar Estados navegantes. Estos, sobre la base de la consolidación de sus flotas marítimas, llegan al litoral y el territorio africano y luego “descubren” el continente americano. Ambos logros son un resultado sorpresivo respecto de la búsqueda central que perseguían: un camino para la expansión comercial hacia China, que bajo la dinastía Ming se afianzaba como el mayor imperio de Asia. La conducción de este proceso en Europa la realizan los países ibéricos, España y Portugal, en la segunda mitad del siglo XV, y esto los convierte en las primeras grandes potencias de un nuevo orden internacional que el mundo moderno constituye.

			Así, en un comienzo, el hecho central al que hay que dar prioridad fueron las expediciones y los “hallazgos” que ampliaron la geografía conocida y las relaciones que mantenían entre sí las naciones europeas. En esta época —desde fines del siglo XV hasta mediados del XVI—, el poderío de estos países estuvo directamente asociado a la magnitud y capacidad de sus flotas, lo que les permitió predominar en el campo de los intercambios mercantiles. De esta forma, estos dejaron de tener ese carácter esporádico que bastante antes había dado ventajas a ciudades-puerto, como Venecia en el Mediterráneo o Ragusa (la actual Dubrovnik) en el Adriático, desde donde ya se habían establecido intercambios esporádicos con China, y luego usado la ruta de la seda, que incluía los puertos y ciudades de otras sociedades del Oriente.

			Esa tarea fue clave para consolidar el protagonismo europeo desde la segunda mitad del siglo XV. Los países con mayor capacidad de exploración ampliaron su poderío, puesto que esto les confería la capacidad de sobrepasar el reducido espacio internacional en que funcionaban hasta entonces. Fue por esos años que España y Portugal vieron crecer su influencia, en un proceso que coincidió con la plena recuperación del espacio peninsular ibérico que, desde el año 711, había sido invadido y ocupado por fuerzas islámicas. La reintegración final culminaría, simbólicamente, el mismo año de la llegada de la expedición a América, 1492, cuando España rescató Granada, el último territorio que los islamistas árabes conservaban. No hay que olvidar que poco después, entre 1580 y 1640, tuvo lugar una unión dinástica que además hizo que, bajo los reinados de Felipe II y Felipe III, España y Portugal fueran un solo país.

			Para Portugal, la asociación a esta supremacía ibérica se consolida en 1488, cuando el almirante Bartolomeu Dias, bordeando el litoral africano, descubre la ruta para llegar a Asia a través del Cabo de Última Esperanza. Diez años después, Vasco da Gama, circunvalando esa misma vía, da inicio a los periplos mercantiles que llevarán a Portugal a establecerse en Goa, al sur de la India, y luego en el territorio chino de Macao, convirtiéndose en el primer país europeo con un asentamiento territorial propio en el Lejano Oriente. Ello le permitió, además, consolidar el uso regular de la próspera ruta de las especies.

			España, por su parte, una vez afianzada su recuperación territorial, y tras patrocinar la expedición que trajo a Colón al continente americano —“las Indias”, como llamaban en la Corte de Madrid a sus dominios de ultramar— incorporó a su control un gigantesco territorio colonial, que excedía en más de 40 veces su propia superficie. Una metrópolis con 500 mil kilómetros cuadrados que controlaba en América, Asia y en rincones de África, 20 millones de kilómetros cuadrados de territorio colonial, como se estableció al momento de efectuar Carlos III la reorganización administrativa de 1776. 

			A escala europea, esta etapa de ajustes y transición anexas a las tareas de los descubrimientos, se prolonga hasta fines del siglo XVII, permitiendo que avance, de modo simultáneo, un conjunto de transformaciones y cambios tecnológicos en los países que se modernizan sin haber tomado parte inicial en el ciclo de búsqueda de nuevas tierras. Es entonces cuando se van produciendo, una tras otra, las sucesivas innovaciones que los llevan a encabezar la transformación del proceso productivo. Este segundo ciclo de cambios tendrá su culminación en la Primera Revolución Industrial, realizada en Gran Bretaña, que la mayoría de los expertos sitúa a partir de la creación de la máquina de vapor, inventada por James Watt en 1769.

			En este segundo proceso, Gran Bretaña desarrolló en un primer momento la llamada revolución capitalista y estableció, desde el siglo XVI, los diversos instrumentos operativos del nuevo sistema: la industria y el funcionamiento de las fábricas, la banca, las compañías de seguros y las bolsas de comercio, afianzando este modo de producción. Al culminar, el gobierno de Londres se convierte en la mayor potencia de un sistema mundial que ahora tiene a Europa como su núcleo central y al capitalismo como el prototipo más avanzado de la organización productiva.

			Para los efectos de este examen, no es un asunto secundario que la potencia imperial que “descubrió” y organizó el espacio de lo que, desde mediados del siglo XIX llamamos América Latina,2 haya quedado fuera de esta dinámica, tanto desde el punto de vista de la influencia económica como política, que ha prevalecido a partir de la Época Moderna. Tampoco hay que dejar de considerar que Estados Unidos aparece umbilicalmente ligado a esta, lo que le dará, como veremos, las ventajas de contar con un tipo de administración colonial mucho menos subordinada al poder de la Corona que el que conocimos en nuestra región.

			En términos más genéricos, a estas alturas hay que redirigir la atención hacia los cursos económico-sociales europeos que contribuyeron a asegurar la primacía de ese continente en el sistema internacional, convirtiéndolo en la sede de las transformaciones que desembocaron en el afianzamiento de la economía capitalista moderna. Sabemos también que, a medida que avanzó esta tendencia, los países ibéricos —ajenos a ella— iniciaron una declinación que los haría perder su condición de potencias internacionales. Estamos hablando, de nuevo, de una trayectoria histórica prolongada, que se afianza al comienzo de la Revolución Industrial. Gran Bretaña3 organizará en los espacios de sus grandes ciudades puerto, principalmente Manchester y Liverpool, su gran potencial manufacturero, con su secuela de invenciones e innovaciones que afianzará el nuevo sistema económico.

			En términos culturales, se ha logrado ya la secularización de Europa, que se inició con fuerza en el siglo XV. A partir de una recuperación de los valores y logros de la civilización grecorromana, se constituye el piso sobre el cual se edifica la época de la Ilustración que tendrá, finalmente, como frutos —en el ámbito del acontecer político— a las revoluciones liberales: primero la llamada Gloriosa Revolución Inglesa de 1688, la Revolución Liberal que acompaña a la creación de Estados Unidos a partir de 1776, hasta llegar a la más impactante, por su extensión y radicalidad, la Revolución Francesa de julio de 1789.

			Se hacen explícitas, entonces, las paradojas que venían de la etapa anterior. Mientras España había logrado el control de más del 70% del territorio americano, siendo el Brasil portugués el área principal del espacio remanente, Inglaterra solo había podido instalarse en dos de las cuatro islas de mayor tamaño de las Antillas: Jamaica y Bahamas, en un sector amplio de Canadá y en las 13 colonias del Atlántico que dieron origen a Estados Unidos. Por su parte, Francia y los Países Bajos, que lograron alguna presencia temprana en el Caribe, Canadá y Brasil, acabaron perdiendo sus pertenencias, lo que hizo que su presencia cultural o económica deviniera en marginal.

			Es muy importante establecer, para la mejor comprensión del desarrollo de Estados Unidos, el impacto que tuvo en los territorios americanos su diferenciada y ventajosa conexión con la revolución capitalista y con sus consecuencias, el desarrollo de una nueva economía y una nueva sociedad. Esto abrió a los dominios ingleses en América un camino natural a la modernidad, mientras que el distanciamiento producido por la declinación española y portuguesa acompañó a los 20 países que formaron América Latina como un inevitable reflejo de los cursos seguidos en los reinos de la península ibérica ante las transformaciones impulsadas por el naciente capitalismo británico.

			Un tema complementario esencial es la reducción del poder e influencia que tenía en Europa la Iglesia Católica desde el periodo medieval, al aparecer en el siglo XVI numerosos enfoques disidentes de su culto y enseñanza, lo que tuvo un considerable correlato en los procesos políticos. Por ello, es un elemento importante asociar la formación de los Estados europeos con el proceso de fragmentación y pérdida de poderío de la Iglesia Católica, que se formaliza con la Reforma planteada por Martín Lutero en 1517 y que lleva a la formación de numerosas iglesias protestantes. Esto se afianza luego en 1520, con la impugnación del Papa León X a 32 de las 95 Tesis de Lutero. Aquí se abre lo que podríamos considerar, en el lenguaje actual, un “nuevo frente de conflicto”, que conmueve las relaciones internacionales de la época, sobre todo porque estábamos en un tiempo de fuerte crítica a la gestión del papado, por su escasa valorización y a veces desconocimiento de los avances científicos y de la dinámica del progreso técnico que se había puesto en marcha (la quema en la hoguera en la Piazza Campo di Fiori en Roma del astrónomo Giordano Bruno, dispuesta en 1600 por la Inquisición, es una imagen que viene a la mente de cualquier persona con espíritu humanista y respeto por los avances de la ciencia).

			La publicación de estas Tesis críticas de la teología dogmática de la Iglesia Católica —aquella que determina aquello que hay que creer— que Martín Lutero clavó, en noviembre de 1517, en las puertas de la iglesia del Castillo de Wittenberg (Alemania), y que tituló “Cuestionamiento al poder y eficacia de las indulgencias”, produjo la primera gran división de la Iglesia Católica en los inicios de la Edad Moderna. A esto se agregó, una década y media más tarde, el conflicto del rey de Inglaterra Enrique VIII con el papado, que lo llevó —al no obtener en Roma un divorcio que buscaba— a desconocer la autoridad de este y a establecer una Iglesia Católica nacional —la Iglesia Anglicana—, cuyo jefe era él mismo. Estos hechos y las disidencias de Calvino, Zuinglio y Huss, entre otros, rebajaron considerablemente la autoridad que en el acontecer temporal europeo tenía la Iglesia Católica, con el agregado de que los principales defensores de su posición fueron los países que habían ejercido la primera hegemonía internacional del Tiempo de los Estados —españoles y portugueses—, algo que repercutió decisivamente en la suerte del conjunto de sus territorios coloniales.

			En este grande y apasionado conflicto religioso, la Iglesia Católica tuvo como sus máximos sostenedores a España y Portugal. Esta cercanía ya había tenido gran importancia para la distribución de los territorios del Nuevo Mundo, pues en 1493, poco después del primer viaje de Colón, el Rey Fernando de Aragón solicitó al Papa que favoreciese  una distribución del dominio en el continente descubierto. Alejandro VI, uno de los tres Papas españoles —Rodrigo de Borja en su identidad civil (Borgia en italiano)— decidió con prontitud esta solicitud y su dictamen fue ampliamente favorable a los Monarcas Ibéricos. La forma concreta que esto asume en 1494, es el Tratado de Tordesillas, negociado por representantes de los reyes católicos— Fernando de Aragón e Isabel la Católica— con el Rey de Portugal Juan II. Mediante sus cláusulas se estableció como límite para el dominio de ambos un meridiano a 370 leguas al oeste de las Islas de Cabo Verde (46º37 Longitud oeste) donde todos los territorios al occidente pertenecían a España mientras los ubicados al oriente pertenecían a Portugal. Esto le entregó a España el dominio de la parte occidental de América del Norte, toda América Central y las Antillas Mayores del Caribe, además de una parte sustancial de América del Sur. A Portugal, entre tanto, se le confiere la extensa franja sudamericana cercana al Océano Atlántico que luego dio lugar a un gran país de más de 9 millones de kilómetros cuadrados, Brasil. Tordesillas pasó a ser el título jurídico de la dominación colonial de estas naciones en el continente americano, algo que dejó escaso espacio para los emprendimientos coloniales posteriores de Inglaterra, Francia y los Países Bajos.

			2. LA TARDÍA PRESENCIA INGLESA EN AMÉRICA

			La determinación papal sirvió para afianzar la preeminencia geográfica española en América4 y, en un primer momento, convirtió en marginales, atendido el tamaño del conjunto de los nuevos territorios, los espacios de los que pudieron disponer otros países europeos que actuaron en la parte alta del nuevo continente. Esta situación explica en buena medida el plazo de 115 años que tardó la Corona inglesa en establecer un primer asentamiento político estable en el continente. De hecho, recién en 1607 pudo organizar un poblamiento en Jamestown, el que dio lugar a la primera colonia, Virginia, con poco más de un centenar de pobladores. Eso permite entender que haya sido la llegada en 1620 de los disidentes religiosos de un segmento de la Iglesia Anglicana —puritanos cercanos a Calvino—, a bordo del Mayflower, el hito al que generalmente se atribuye el inicio de la presencia colonial inglesa en América, a partir del cual se consolida la dinámica del poblamiento que dará lugar a los Estados Unidos, en lo que acabará por ser el estado de Massachusetts.

			Desde este momento, la población del espacio colonial inglés no paró de crecer, al punto que, siglo y medio más tarde, cuando se proclama la Independencia estadounidense en 1776, sus habitantes llegaban ya a 2.4 millones, cifra que representaba un tercio de la población total de Gran Bretaña en esa época.

			Sobre la base de estos antecedentes, hay que examinar algunas referencias sobre el periodo colonial y los rasgos que acompañaron al reclutamiento y traslado de la población británica a suelo americano. Hay que subrayar, en primer término, el gran contraste que tuvo el poblamiento de lo que sería Estados Unidos en comparación con los flujos migratorios que salieron del territorio español. El proceso colonial ibérico, tanto en tiempo de los Austria como de los Borbones, se caracterizó por su fuerte concentración en el Despacho Real, desde donde el monarca buscó asegurar el control de todas las fases de este proceso, a la vez que se pretendía mantener la conducción y manejo de la actividad comercial y el movimiento de personas en sus territorios.

			Un par de ejemplos ayuda a entender mejor la situación. La Corona española —a diferencia de la autoridad inglesa— elaboró un extenso ordenamiento jurídico, distinto al que regía en la península, para regular las prerrogativas de sus súbditos americanos —que llamó el Derecho de Indias—, a la vez que creó dos importantes entidades públicas encargadas de poner límites y requisitos a la actividad de la población colonial: el Consejo de Indias y la Casa de Contratación de Sevilla (pocos años después, radicada en Cádiz). Eso hizo sustancialmente “estatal” y directo el control del proceso colonial español.

			Entre tanto, el proceso colonial inglés tuvo una orientación básicamente privada. Las autoridades reales reconocieron para operar este trabajo a compañías colonizadoras que se parecían más a las corporaciones que conocemos hoy, que a una entidad bajo tuición monárquica. El modelo más conocido se originó en los Países Bajos, a través de la Compañía Neerlandesa de las Indias Orientales (establecida en 1602), que en el caso inglés se estableció como Compañía Británica de las Indias Occidentales.

			El procedimiento utilizado para la migración a América del Norte era simple: un contrato temporal de servidumbre, libremente firmado por el colono, en que asumía la obligación de prestar servicios en actividades agrícolas durante cinco años, al cabo de los cuales la compañía le entregaba en propiedad una superficie agraria explotable (la tierra fue siempre un recurso abundante en el Nuevo Mundo) y, junto con ello, un pequeño capital y los aperos de labranza para que iniciara su actividad como un agricultor independiente. A partir de allí, este se convertía en el miembro libre de una comunidad rural y empezaba a ejercer un conjunto de derechos políticos que, a esas alturas, reproducían los que ya habían sido conquistados en la metrópoli por la ciudadanía inglesa. Estos “comunes” podían ejercer así, frente a las autoridades designadas desde Londres, prerrogativas semejantes a las que había logrado la burguesía inglesa en sus prolongadas negociaciones con la Corona desde que obtuvieran la Carta Magna, en 1215.

			De ese modo, en las colonias de Gran Bretaña fue prevaleciendo un régimen ajeno a la subordinación real, donde las comunidades ejercieron un significativo poder normativo y de administración en todo lo concerniente a su vida cotidiana.

			Para tener una caracterización todavía más clara respecto del estatus diferente de los migrantes españoles y los ingleses, habría que agregar que estos últimos participaban de las ventajas del progresivo avance de las instituciones modernizadoras que llevaron a la primera Revolución Industrial. Como manifiesta el destacado cientista político norteamericano, Louis Hartz,5 “los colonos ingleses cruzaron el Atlántico trayendo el capitalismo en los huesos”, una idea que refleja muy bien su cercanía y acoplamiento con la modernización política y productiva que después de la Revolución de 1688 se fue estableciendo en Londres, basada en una monarquía constitucional. En ella se afianzó una creciente prevalencia del cuerpo legislativo designado por los ciudadanos (Cámara de los Comunes), lo que produjo una explicable uniformidad de las colonias inglesas que se fueron estableciendo en el mundo, en lugares como los actuales Pakistán, India, Bangladesh, Sri Lanka, Jamaica, Bahamas, Rodesia y Sudáfrica o Australia y Nueva Zelanda, en ninguna de las cuales hubo un tratamiento diferenciado o de inferioridad para los ciudadanos británicos que participaban del proceso de colonización. Esto dio lugar al uso respecto al modelo colonial inglés de la expresión “sociedad-fragmento”, que subraya la idea de que se trataba de entidades creadas y reguladas a imagen y semejanza de los derechos que ya ejercía cualquier ciudadano en Inglaterra, algo muy distante de las restricciones que se aplicaban a un súbdito en la América española o portuguesa.

			A esto hay que agregar otra diferencia sustancial que se fue acentuando a medida que las monarquías ibéricas asumieron la dirección de la Contrarreforma. Uno de los compromisos que debían asumir los colonizadores españoles era garantizar la propagación de la fe católica en suelo americano. Esto, naturalmente, fue acompañado de una llegada planificada y preferente de las diferentes órdenes religiosas católicas existentes en España, acorde a la regulación institucional que conllevaba la existencia de una iglesia oficial, reconocida por el Estado y asociada a este.

			En las 13 colonias, entre tanto, había una caracterización muy sutil para establecer el estatus de lo religioso. Estados Unidos nunca tuvo una religión oficial —de hecho, su Constitución lo prohíbe—, por lo que desde los tiempos coloniales se favoreció la diversidad y pluralismo en esta materia, de tal modo que cualquier grupo de creyentes que se sentía afectado por la conducta de autoridades religiosas de una jerarquía en otro lugar, podía ingresar a ese territorio y organizarse para la libre práctica de un culto. Como consecuencia de esto, EE.UU. no es un Estado confesional, pero sí una nación religiosa, donde las iglesias y las instituciones que dependen de estas cumplen un activo papel en la vida social. Las creencias tienen una fuerte convocatoria para las iniciativas que el país emprende. La propia Constitución norteamericana, en la primera enmienda, Bill of Rights, de 1791, consagró bien estas ideas: “El Congreso no hará ley alguna por la que adopte una religión como oficial del Estado o se prohíba practicarla libremente, o que coarte la libertad de palabra o de imprenta, o el derecho del pueblo para reunirse pacíficamente y para pedir al gobierno la reparación de agravios”. De manera explícita, Estados Unidos es así una sociedad que intenta vincular la libertad religiosa con las libertades políticas, como la de expresión.

			En los hechos, estos rasgos tienen un alcance cultural mucho más amplio. Las iglesias participan activamente en la educación a través de la creación y dirección de escuelas y universidades, del mismo modo que hay un trasfondo profundamente asociado a la idea de Dios, que se refleja en las conductas y hábitos de la vida cotidiana de la mayoría del pueblo y en el trabajo de gran parte de las instituciones humanitarias. El Presidente de Estados Unidos jura su cargo en la toma de posesión poniendo su mano en una Biblia y, también, en una gran cantidad de actos oficiales resulta casi ritual la invocación de Dios y de su omnipotencia y magnanimidad hacia las autoridades del país. El Presidente Harry Truman afirmó en un recordado comentario que “la Biblia es el libro más importante que se publica en Estados Unidos”. Un ejemplo más reciente, aunque de menor envergadura, lo protagonizó el Presidente Donald Trump en junio de 2020, cuando en medio de las protestas contra el racismo impartió fuertes instrucciones a la guardia de la Casa Blanca para que utilizaran todos los medios a su alcance para expulsar a un grupo masivo de manifestantes pacíficos que se habían reunido luego del asesinato del ciudadano afroamericano George Floyd. Trump les pidió a los policías que le flanquearan el acceso a la iglesia de Saint John cercana a la plaza Lafayette, donde llegó caminando con el único propósito de tomarse una foto con una Biblia en la mano frente a un templo en cuyo exterior se habían producido recientemente manifestaciones.

			Hubo en el plano religioso otro rasgo diferencial en la práctica de los colonos norteamericanos. En los dominios españoles y portugueses prevaleció la idea de que para lograr una efectiva conversión de la población indígena al catolicismo era necesario fomentar una política de convivencia y mestizaje con los pueblos originarios. Esto hizo que en el suelo latinoamericano fuese ampliamente generalizada la institución de la encomienda, que establecía la subordinación doméstica de grupos de indígenas a familias de colonos, al mismo tiempo que las mercedes de tierras les quitaban sus territorios para entregarlos a los venidos de Europa. De este modo, la fusión de razas y el entrecruzamiento de sangres —que no existió en EE.UU.— fue un rasgo distintivo de los grupos étnicos latinoamericanos, aunque esto no eliminó injusticias ni desigualdades.

			Una convivencia de estas características no ocurrió en América del Norte, donde se mantuvo en todo momento una acentuada separación racial. En los espacios ocupados por los colonos solo se admitía el ingreso de personas que cumplieran con lo dispuesto en las leyes de migración, primero del Imperio Británico y, tras la Independencia, de las disposiciones migratorias de Estados Unidos. La regulación explícita frente a los pueblos originarios buscaba asegurar su exclusión de los espacios reservados para las ciudades y poblados de los blancos. Los nativos, a medida que Estados Unidos se fue expandiendo más allá de sus fronteras territoriales iniciales, iban siendo también desplazados de estos lugares. Este conflicto alcanzó una dimensión muy amplia cuando la masa anual de los viajeros provenientes de Europa y Asia alcanzó grandes números desde mediados del siglo XIX. Entonces, los nativos fueron enfrentados en términos militares ya con el propósito de apoderarse de sus tierras, originando las confrontaciones características de la “Conquista del Oeste”. Está todavía por establecer el detalle del costo efectivo que dejaron las acciones provocadas por el Ejército ante la resistencia de las comunidades indígenas, así como la estimación exacta de las diversas masacres que fueron resultado, durante el siglo XIX, de la progresiva expansión territorial doméstica.

			Esto explica el escaso número que hoy tiene la población indígena en Estados Unidos (que las Ciencias Sociales prefieren llamar “originaria”). En el último censo que hemos tenido a la vista, realizado el año 2010,6 solo el 1,6% (5,2 millones) de la población declara pertenecer a grupos indígenas. Entre tanto, la población afroamericana, según una actualización oficial hecha en 2018, llega al 12,7% (41,5 millones). Por su parte, la población de origen latino, allá denominados hispanos, mantiene un constante crecimiento y, de acuerdo a una información de ese mismo año, llegan ya al 18,3% de la población total (60,3 millones).7 Aunque todavía queda mucho por hacer en términos de un trato igualitario, estos números explican el grado relativamente mayor de influencia en posiciones de poder que afroamericanos e hispanos han ido alcanzando en las últimas décadas.

			El examen somero del periodo que llevó a la creación de los Estados Unidos muestra una situación que hay que destacar: prácticamente la totalidad de los fenómenos que tuvieron lugar en Europa desde inicios de la Edad Moderna resultó ampliamente favorable para la creación de un país que, como Estados Unidos, obtuvo en un corto tiempo influencia y peso global. Esta funcionalidad de los rasgos del tiempo moderno para su existencia y avance fue manifiesta y se puede afirmar que ningún otro país se benefició tanto con la dinámica abierta para un Estado Nacional con el ascenso del capitalismo como la Unión Americana.

			La historia de un país —cualquiera sean sus rasgos— es siempre la de una nación que se convierte en Estado. Estas dos nociones determinantes de la vida contemporánea abarcan distintos ámbitos. La nación es un concepto histórico-cultural y se refiere a una comunidad de personas que comparten una trayectoria común, así como tradiciones que los acercan, junto a la conciencia de que estos elementos también forman parte de una misma visión. Un Estado, en cambio, es una idea que pertenece a una esfera distinta: tiene un alcance político-jurídico. El Estado presupone la existencia de una nación —o de un grupo de naciones que se asocian, como en el caso de Estados Unidos— que han decidido darse una misma organización jurídica que, en la práctica, se traduce en un gobierno y un ordenamiento legal. Crecientemente encontramos también que la expresión más tangible de este acuerdo social es una Constitución, texto donde se establecen las bases y proyectos que caracterizan al nuevo Estado.

			Por lo mismo, la definición más aceptada conceptualiza al Estado como “la nación jurídicamente organizada” y esto, en la práctica, supone gente que forma comunidades y se va dando un gobierno y autoridades que aplican las normas jurídicas convenidas por sus ciudadanos, en un territorio cuyas fronteras están establecidas, así como también las principales decisiones obligatorias. En ese sentido, los fundamentos de la organización norteamericana condujeron al establecimiento de una República y a una forma indirecta de ejercicio ciudadano del poder, la democracia representativa.

			Estados Unidos tuvo una cercanía y semejanza que fue más próxima e igualitaria —una suerte de cordón umbilical histórico— con Gran Bretaña, Francia y los Países Bajos que el vínculo que se estableció entre España y Portugal con los países latinoamericanos. La razón fundamental de esto era que los Estados que se consideraban el centro del mundo desde finales del siglo XVII veían a la Unión Americana como una experiencia potencialmente exitosa y en ascenso. Habían acompañado la preparación del capitalismo y, a partir de este primer impulso, buscaron tener una proyección donde el dinamismo productivo constituía un fenómeno muy favorable para su búsqueda de un mayor intercambio comercial. Tal fenómeno no tuvo lugar en América Latina, donde no registramos semejanzas ni estímulos que favorecieran una mayor aproximación. Dicho en términos más directos, los latinoamericanos quedamos más lejos del corazón del nuevo orden mundial y eso determinó, desde que conquistamos la Independencia, que fuéramos más “periféricos”.

			La conclusión de esta revisión de nuestros orígenes ayuda a comprender el carácter tan abrumadoramente diferenciado de la herencia que se desprendió del impulso colonial en ambas Américas. De aquí derivan también los datos referenciales que ocasionaron la distancia —tanto productiva como del patrimonio cultural— que queda de manifiesto en una revisión de la historia de Estados Unidos al buscar homologarla con la de los países de América Latina.

			En la acción de los Padres Fundadores hay mucho de lógica, intuición y avance, al saber calcular sus ventajas en el proceso que culminó con la Independencia a partir de 1776. Pero hay también una importante cantidad de factores que no son parte de su mérito, sino que solo reflejan el cambio histórico global, lo que acabó siendo determinante a la hora de la creación y del ascenso estadounidense.

			Con esa perspectiva hay que leer las diversas etapas de su historia hasta la actualidad. Los cursos más recientes nos ayudarán a comprender mejor el examen del sistema político y de la estrategia internacional. También para entender cómo y por qué se ha producido la crisis política que, desde comienzos del siglo XXI, se ha ido agudizando y extendiendo en Estados Unidos y que los acontecimientos del proceso electoral presidencial de 2020 pusieron de manifiesto de forma generalizada.






			
				
					1 Luego de pensar largamente que a los lectores de este volumen puede interesarles leer una obra de contexto histórico más amplio, quiero recomendar el libro del importante historiador francés, Fernand Braudel, Las civilizaciones actuales (Editorial Tecnos, Madrid, 1978), que incluye además de la información de fundamento histórico —que no ha cambiado—, los rasgos de los principales protagonistas de ese tiempo y del contexto más amplio que explica el surgimiento y los rumbos de Estados Unidos.

				

				
					2 Es sabido que Colón murió en 1506, lejos de toda influencia y reconocimiento, a raíz de las disputas y la rebelión producida en su cuarto viaje a América, convencido de que solo había descubierto una ruta alternativa para llegar al lejano Oriente. La expresión “América Latina” se acuñó en Francia, por exiliados de nuestros países que buscaban consolidar sus orígenes comunes, como el colombiano José María Torres Caicedo o el patriota liberal chileno Francisco Bilbao. La coyuntura producida por la Guerra Civil en Estados Unidos llevó a muchos políticos, cercanos al emperador Napoleón III, a proponer sacar partido de esta situación que habría sido una consideración importante en la tentativa de imponer en México como emperador a Maximiliano.

				

				
					3 Gran Bretaña es el resultado de la asociación que Inglaterra impone a Escocia y Gales en 1707. Luego, en 1800, se agregó a Irlanda (que es dividida en dos países en 1920, Irlanda del Norte, que mantuvo su acuerdo con Londres bajo la denominación Reino Unido de Gran Bretaña, e Irlanda del Sur, que se organizó como un Estado independiente tras la Guerra Civil que los enfrentó con la Corona inglesa entre 1919 y 1921).

				

				
					4 América se consolidó como el segundo de los continentes, con una extensión de 42.5 millones de km2, bastante cercana a la del mayor, Asia, que abarca 44.5 millones de km2.

				

				
					5 Louis Hartz (1919-1986) fue profesor de la Universidad de Harvard desde 1956 y uno de los grandes politólogos liberales. Su principal libro, The Liberal Tradition in America, fue publicado en 1955 (hay una versión en español del Fondo de Cultura Económica, México). Hartz tuvo particular éxito con su visión de que EE.UU. nace a partir de un consenso liberal, de raíz lockeana, y que eso lo llevó a implantar un régimen político sin una carga conservadora.

				

				
					6 El censo de 2020 fue realizado luego del estallido del covid-19, pero sus desarticuladores efectos retrasaron su publicación hasta agosto de 2021, por lo que sus resultados no fueron incluidos al momento de la redacción de este libro.

				

				
					7 Esta estimación no ha sido recogida oficialmente, por lo que las autoridades federales mantienen un cálculo de la población hispana del orden de los 55 millones de personas.
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			CAPÍTULO I
LA PRIMERA NACIÓN NUEVA

			1. LA LUCHA POR LA INDEPENDENCIA Y EL NUEVO PAÍS

			Las diferencias establecidas en el trabajo de comparación histórica de “las dos Américas” servirán también al examinar el tipo de sociedad y de Estado que se consolidará en Estados Unidos una vez alcanzada su Independencia. De las propias raíces culturales y del imaginario económico y político que ellos adoptan, se desprenderán la naturaleza y los rasgos de su organización política, así como también los grados diversos de desarrollo productivo que contribuirán a distanciar su progresivo avance desde comienzos del siglo XIX. Solo así podremos comprender los desarrollos propios y el progreso acelerado que EE.UU. tuvo, así como las raíces profundas que en los años recientes han instalado en su interior una creciente dificultad para lograr consensos básicos acerca de su avance. Para entender esta situación se requiere también de una comprensión de su singular evolución política, que señala que el momento de la emancipación colonial de ambas Américas —1783 a 1824—1 tuvo un carácter temprano en la marcha de la humanidad. Por eso, incluso los historiadores europeos nos consideran parte de “la primera floración de un grupo de Estados Nacionales”2 que, en este caso, fueron generados a través de un proceso de lucha y descolonización. Esto añadió complejidad al cambio de época del mundo, asociado a las revoluciones liberales que se consolidan en la segunda mitad del siglo XVIII.

			Subrayemos aquí, también, otro aspecto esencial en la dinámica que dio forma a los nuevos Estados nacionales de las Américas. La actual América Latina acabó siendo la suma de 18 Estados derivados de la colonización española; más uno, el mayor, Brasil, cuya enorme extensión mantuvo íntegra y unida la superficie controlada por Portugal; más, otro, Haití, derivado del temprano fin de la —nunca consolidada del todo— colonización francesa, que concluyó con toda clase de daños y una sistemática expoliación de su territorio y recursos antes que el ocupante colonial saliera en 1804 y que lo ha mantenido como el país más pobre y atrasado del hemisferio. En América del Norte, en tanto, el fin de la colonización europea —francesa e inglesa— llevó, en tiempos distintos, a la formación de solo dos Estados, con una gran superficie: Estados Unidos y Canadá.

			Otro elemento importante a considerar es el periodo preparatorio de las independencias y, muy especialmente, las diferencias en cuanto al origen y formación de los Padres Fundadores, que en Estados Unidos impulsaron la búsqueda y el logro de la vida independiente. En América Latina, los constructores de los países fueron denominados Libertadores, pues la lucha militar con España fue más intensa y prolongada, abarcando desde los alzamientos de La Paz y Quito (1809) hasta la decisiva batalla de Ayacucho, que determinó el retorno de las tropas españolas a Europa (diciembre de 1824). Entonces se pudo apreciar que los líderes independentistas que luego organizaron los países —varios de ellos fueron jefes de gobierno—, eran figuras que sobresalieron en el ámbito militar, algunos con formación previa en las tropas del rey de España y otros templados en los combates en contra de las fuerzas realistas. Hombres de armas fueron Simón Bolívar, José San Martín y Antonio Sucre, los tres libertadores que más influyeron en el término del dominio español en América.

			En Estados Unidos prevalecieron, en cambio, los dirigentes civiles con experiencia en la administración de sus intereses comunitarios y con un bien logrado dominio de “la ciencia del gobierno”, como entonces se llamaba al conocimiento científico de la política y la gestión del poder.3 La lucha armada contra la corona inglesa fue más breve y pasaron solo siete años entre la Declaración de Independencia (1776) y el fin de la lucha de las tropas británicas (1783). Luego, con una celeridad todavía mayor, en solo cuatro años se consolidó el proceso de la organización política de los 13 estados salidos de la ruptura con Londres. Estos se estructuraron como los Estados Unidos de América en la Convención Constituyente de Filadelfia de 1787. Este proceso de edificación institucional tiene enorme importancia en el campo de los sistemas políticos comparados, pues pone de manifiesto que Estados Unidos estableció al emanciparse una serie de innovaciones en el campo de la construcción jurídica, partiendo por la implantación de una República, el establecimiento del Estado Federal y por una segunda forma de modelo político democrático liberal, el presidencial, que pasó a convivir y competir de modo influyente con el régimen parlamentario inglés.

			Pero existe una historia que es previa a la confrontación que llevó a la Independencia y que se debe considerar como un hito relevante. Fue la Guerra de los Siete Años, ocurrida entre 1756 y 1763, que enfrentó a Gran Bretaña y Francia. Para los efectos de este texto, podemos acotarla a una confrontación producida en el territorio de América del Norte (en distintos sitios de los actuales Estados Unidos y Canadá), pese a que fue en realidad una guerra bastante más amplia, que incluyó un listado de choques que afectaron en algún momento a otros países europeos en diversos escenarios. En su sumatoria, este constituye uno de los mayores conflictos globales, tanto si se consideran las bajas producidas (entre 1 y 1,4 millones) como el espacio territorial que abarcó.

			El conflicto franco-británico en suelo americano que nos interesa estalló en 1756, pero, en su contexto, durante esos mismos años se produjeron entre ambas fuerzas varias confrontaciones paralelas en la India, en la Tercera Guerra Carnática; además, la Guerra Pomerania que enfrentó a la corona británica con Suecia y Prusia, y la Tercera Guerra Silesiana, que opuso a los británicos con Prusia y Austria.

			Específicamente, la guerra en el escenario de América del Norte se planteó cuando el gobierno de Londres decidió atacar posiciones reclamadas por Francia, capturando varios cientos de navíos mercantes franceses. El propósito de la Corona Británica era extender en los términos más amplios posibles su control de territorio americano —específicamente en Canadá— y, para los efectos de la posterior rebelión de las 13 colonias, esto se liga a dos situaciones sustantivas: los episodios propiamente militares incluyeron una intensa participación de combatientes de las 13 colonias inglesas y funcionaron como una escuela de formación y capacitación militar que les permitió, una década y media después, plantear en apropiados términos un conflicto armado con Londres para materializar su Independencia. Acudamos a un solo ejemplo: allí fue donde George Washington se convirtió en un avezado estratega militar, lo que lo llevó a encabezar luego a las fuerzas independentistas. Pero, adicionalmente, el desenlace de los conflictos —esta vez en su alcance más amplio— no solo ensanchó el poderío británico, sino que obligó a sus autoridades a asumir estas costosas operaciones en América del Norte imponiendo deudas y gravámenes en el periodo siguiente. Esto fue lo que llevó al gobierno de Londres a elevar las exigencias, tanto tributarias como de gestión fiscal, a sus colonias. Ahí se encuentra el origen de los conflictos puntuales que condujeron a los líderes de las 13 colonias a creer que había llegado el momento de separarse de la corona inglesa. Su planteamiento fue que el gobierno británico y el parlamento tenían facultades, pero no un poder ilimitado para restringir sin consultas el comercio y recaudar impuestos para su propio beneficio.

			La primera confrontación que se planteó en torno al problema tributario la originó la Ley del Azúcar, que se agravó con la Ley del Timbre de 1765, estableciendo una tarifa sobre todos los documentos legales y declaraciones aduaneras que muy rápidamente llevó a las 13 colonias al cuestionamiento del parlamento de Westminster. El conflicto llegó a un punto culminante cuando en mayo de 1773, Gran Bretaña estableció la Ley del Té, que facultaba a la Compañía Inglesa de las Indias Orientales para vender en las colonias norteamericanas una carga considerable de té sobrante, monopolizando ese mercado. Luego se materializó con rapidez la llegada de numerosos barcos cargados de té a sus puertos que provocaron un activo rechazo social, obligando a que muchos regresaran a Inglaterra sin descargar. Mientras tanto, en Boston, comités locales arrojaron varias toneladas de té al mar. 

			Frente a estos hechos, el Parlamento inglés aprobó en represalia las llamadas “Leyes Coercitivas”, que los colonos calificaron como “actos intolerables”: una Ley Restrictiva del Puerto de Boston, una Ley del Gobierno de Massachusetts y una Ley de la Administración de Justicia entre marzo y mayo de 1774.

			A partir de ese momento, el enfrentamiento se generalizó, creando las condiciones para la convocatoria, ese mismo año en Filadelfia, del Primer Congreso Continental, que reunió a las 13 ciolonias. Tiempo después, en la primavera de 1775, un Segundo Congreso designó a George Washington como comandante en jefe de sus fuerzas militares, momento en que Londres declaró que los colonos habían asumido una actitud de rebelión. Esto originó varias disputas que llevaron a los dirigentes en rebeldía a sostener que el parlamento inglés no tenía autoridad sobre ellos y que, por su estatus, ya se habían diferenciado del control y la administración británica. El paso siguiente del Congreso Continental, entonces, fue la Declaración de Independencia del 4 julio de 1776, acompañada de un texto que fundamentaba esta determinación en las ideas centrales de la teoría liberal y, en particular, del pensamiento de John Locke.4 Simultáneamente, el Congreso, actuando ya en representación de un pueblo independiente, nombró representantes en toda Europa, buscando el reconocimiento de los Estados Unidos de América como un nuevo país, a la vez que buscaba la negociación de programas de ayuda y apoyo militar para consolidarse.

			Se inició, así, en 1776, un enfrentamiento armado que concluiría en 1783, en donde fue decisivo el apoyo europeo que los rebeldes obtuvieron de los rivales de Inglaterra y, en particular, de Francia, que combate con sus tropas en suelo americano gracias a las gestiones de Benjamin Franklin, que logró acreditarse como un eficaz representante del naciente Estado norteamericano. Una suma de circunstancias políticas y militares llevaron, finalmente, al gobierno de Londres a poner término al enfrentamiento, interrumpiendo la guerra con el retiro de sus tropas y la suscripción del Acuerdo de Paz de París, en 1783. Para convenir ese texto, las 13 colonias nombraron una delegación que incluyó a dos futuros presidentes —John Adams y Thomas Jefferson— y a uno de los principales redactores de la Constitución, John Jay.

			2. LA ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL Y LA CONSTITUCIÓN DE 1787: EL MODELO POLÍTICO ORIGINAL

			Durante los tres cuartos de siglo que siguieron a la creación del país (1783-1860), Estados Unidos debió afrontar dos grandes tareas que resultaron tan complementarias como disímiles. Por una parte, afianzar sobre bases no tradicionales la organización política y el gobierno y, a la vez, dar forma a una organización económica innovadora. Este segundo reto debía resolver un dilema de enorme magnitud: escoger si en el régimen económico por el que se optaba, el esfuerzo debía favorecer una centralidad urbana o el desarrollo rural. En el primer caso, era necesario priorizar la gran industria, con su exigente dinámica tecnológica, hasta convertirla en el eje del país; en el otro caso, se necesitaba combinar con un protagonismo compartido la vitalidad productiva fabril con el fuerte impulso de los prósperos cultivos agrícolas subtropicales de la “plantación” sureña. Esta segunda opción, que se basaba principalmente en cultivos como el algodón y el tabaco, precisaba, para seguir siendo competitiva, preservar la esclavitud, a la que en sus debates internos los disidentes sureños denominaban eufemísticamente “la institución especial”.

			El dilema político fue resuelto mediante la actividad de la Convención de Filadelfia. En cuanto al productivo, se prefirió diferir una decisión con la esperanza de encontrar una forma que combinara el realismo con la creatividad. De ese esfuerzo surgió una organización política inédita e instituciones que tuvieron un valor pionero y amplia resonancia. Tal cosa ocurrió con el establecimiento de la República, la creación de la democracia representativa y el estado federal, así como con la introducción de las corrientes organizadas de opinión que proponían proyectos programáticos futuros para conducir los gobiernos, lo que acabó por dar forma a los partidos políticos.

			Junto a esa decisión, los Padres Fundadores percibieron también que no estaban en condiciones de impulsar abiertamente una vigorosa economía capitalista con todas sus exigencias. Advirtieron que la supresión de la mano de obra esclava chocaba con las visiones esenciales y los intereses de los estados agrarios, que concurrieron al proceso que materializó en 1787 la creación del Estado norteamericano.

			En semejante situación, el único camino posible fue avanzar en la organización política y dejar pendiente lo relativo a la estructura económica de la nación. En ese tácito entendimiento, los líderes de los estados del Norte entendieron que los vientos de la historia soplaban en su favor y que los establecimientos industriales, ya instalados en Massachusetts, Pennsylvania o Nueva York, no cesarían de multiplicarse hasta abarcar nuevas áreas cada vez más dinámicas. Entre tanto, el liderazgo del Sur apostó a la fuerza social y coherencia de su organización, al proyecto de vida privilegiado que los unificaba, y también al ventajoso acceso a los grandes mercados europeos que sus productos —sobre todo el algodón— tenían en los sectores industriales del Viejo Mundo.5 Su principal apuesta fue que, a la larga, estos factores específicos les permitirían prevalecer, sobre todo si se concretaba el proyecto que ambos grupos compartían de una expansión territorial de su superficie original hacia el sur y, sobre todo, hacia las tierras del Pacífico.

			Este dilema de una “doble apuesta” posibilitó más allá de la persistente incertidumbre, tanto el afianzamiento político como el engrandecimiento económico que registró EE.UU. en la primera mitad del siglo XIX. Pero eso mismo, acentuó la dificultad de aproximar ambas visiones hacia un proyecto de vida común que, al tornarlas difícilmente conciliables, fue radicalizando los conflictos y dificultando la convivencia de un modo cada vez más evidente. El éxito global permitió acuerdos de mutuo beneficio en el corto plazo, pero el paso del tiempo y sobre todo el avance tecnológico y social urbano terminaron por favorecer el choque. Finalmente, la convivencia se complicó a un punto que no dejó otra alternativa que el enfrentamiento cuando la oligarquía agrícola del sur prefirió el intento de establecer un país próspero pero tradicionalista —a la imagen y semejanza de su vida rural—, que no estaba dispuesto a cambiar, empezando por la servidumbre esclavista. Es con ese telón de fondo en consideración que hay que seguir y entender a los Estados Unidos del tiempo del despegue.

			En los años finales del siglo XVIII, la situación fue favorable, dado el rápido logro de los 13 exestados de un ordenamiento institucional propio, que llevó a la elección del primer gobierno norteamericano, encabezado por George Washington en abril de 1789.

			Muy pronto se pudo advertir que la Convención Constituyente acabó por tener un alcance más profundo que el que imaginaron sus organizadores. Originalmente, esta fue pensada como una mera modificación y perfeccionamiento de los criterios adoptados después de la formación del Congreso Continental, pero por una firme y coordinada acción de varios de los principales constituyentes que aspiraban a objetivos más amplios, acabó por ser el medio para establecer una Constitución que definió sobre bases más sólidas la organización y consolidación de los Estados Unidos. Fue la hegemonía del segmento más dinámico de su élite lo que consolidó el contexto más amplio de su afianzamiento, como una experiencia significativa en el ciclo de las revoluciones liberales que instauraron las experiencias políticas de carácter democrático representativo con las que se consolidó el impulso de las economías industriales a las que abrió paso el capitalismo.

			En cuanto a la Constitución, el esfuerzo para definir los principios que dieron forma a la Ley Fundamental del nuevo Estado, quedó en manos de 55 constituyentes que representaron a 12 de las colonias, pues Rhode Island no envió una delegación. La asamblea que redactó la Constitución pasó a ser la primera que, en la Época Moderna, discutió y definió en profundidad las tareas del Estado, con un especial énfasis en la organización del gobierno y de los poderes públicos, al mismo tiempo que se ponían en vigencia los principales objetivos nacionales propuestos por el moderno pensamiento liberal europeo. Un aspecto sustancial de este debate se refirió a los derechos y libertades que se conferían a los ciudadanos, cimentando una base social de poder que, más allá de algunos cambios, se ha mantenido en el tiempo. Desde el comienzo fue claro que se buscaba afianzar el predominio de los hombres blancos que contaban con una riqueza patrimonial, tradicionalistas y religiosos, que actuaron con la firme convicción y voluntad de establecer la mejor organización política del mundo. La concreción de estas aspiraciones, que tuvieron en ellos profundas raíces, fue proclamada como “insuperable”, algo que cree hasta hoy la mayoría de sus líderes políticos y que guía la conducta de sus principales autoridades. De ahí arranca la exaltación del individualismo y la estabilidad como tendencias fundamentales, que se han mantenido y han dado carácter y sentido a la sociedad norteamericana.
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